
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
EN EL TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE ARECIBO, GUAYAMA 
Panel XII 

   
 

ESTADO LIBRE 
ASOCIADO DE PUERTO 
RICO; DEPARTAMENTO 

DE VIVIENDA; 
ADMINISTRACIÓN DE 
VIVIENDA PÚBLICA; 

COST COBTROL 
COMPANY INC. 

Demandante Apelada 
 

v.  
 

MARIBEL ROBLES 
TORRES 

Demandada Apelante  

 
 
 
 
 
 

KLAN201600865 
 

APELACIÓN 
Procedente del Tribunal 
de Primera Instancia, 
Sala Superior de 
GUAYAMA 
 
Caso Núm: 
G PE2015-0163 
 
Sobre: Desahucio  

 
Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Jueza 
Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
Vicenty Nazario, Jueza Ponente  

   
 

SENTENCIA 
 
 

En San Juan, Puerto Rico a  31 de agosto de 2016. 

 La señora Maribel Robles Torres (apelante o señora Robles 

Torres), quien está representada legalmente por el Programa de Servicios 

Legales del Municipio Autónomo de Guayama,  presentó recurso de 

apelación ante este foro revisor. Nos solicitó que revisemos y revoquemos 

la sentencia notificada el 16 de junio de 2016 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Guayama (TPI o foro primario). Mediante el referido 

dictamen el TPI declaró ha lugar la demanda de desahucio presentada 

por Cost Control Company, Inc.1 (apelada o Cost Control) 

Consecuentemente, ordenó a la señora Robles Torres el desalojo de la 

vivienda que ocupaba.  

 Por los fundamentos que detallamos a continuación, revocamos el 

dictamen apelado.  

 

 

                                                 
1
 En el epígrafe también se incluyó como partes demandantes al Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, el Departamento de Vivienda y la Administración de Vivienda Pública.  
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I 

 El 6 de noviembre de 2015, Cost Control Company2  y la señora 

Robles Torres,  aquí apelante, otorgaron un contrato de arrendamiento 

con relación al apartamento 42, edificio 7, en el Residencial San Antonio  

Carioca, ubicado en el municipio de Guayama, Puerto Rico. Mediante el 

referido contrato la apelante se obligó a cumplir con una serie de 

condiciones para certificar su condición económica y acreditar su 

necesidad de vivienda.  El 16 de noviembre de 2015, las partes firmaron  

el Addendum A del contrato donde acordaron que el término de vigencia 

del contrato no afectaría o modificaría la fecha de aniversario o fecha de 

admisión de la familia al Programa de la Administración de Vivienda 

Pública.   

 Un mes después, el 15 de diciembre de 2015, Cost Control 

presentó una demanda de desahucio contra la apelante. Adujo que la 

señora Robles Torres incumplió el proceso de recertificación, a pesar de 

que se le brindaron varias oportunidades y que se le apercibió que el no 

cumplir con dicho requisito podía conllevar la cancelación de su contrato 

de arrendamiento. Enfatizó la parte apelada que cumplió con todos los 

requisitos del debido proceso de ley exigidos por la reglamentación 

vigente, Reglamento sobre las políticas de admisión y ocupación 

continuada en los residenciales públicos del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, Reglamento Núm. 8624 del 31 de julio de 2015, antes de no 

renovar el contrato de la apelante y solicitar el desahucio.  

 Conforme al procedimiento establecido y con la comparecencia de 

ambas partes, se celebró la vista evidenciaria y argumentativa. Allí, Cost 

Control informó que solicitaba el desahucio, ya que la apelante incumplió 

con su deber de recertificación, el cual debía cumplir cada año para el 

mes de diciembre. Especificó la parte apelada que se le brindaron varias 

oportunidades a la Sra. Robles Torres para que cumpliera con entregar 

los documentos requeridos mediante la carta cursada el 1ro de agosto de 

                                                 
2
 Conforme surge de la demanda, Cost Control Company mantiene un contrato con la 

Administración para la Vivienda Pública, agencia adscrita al Departamento de Vivienda 
de Puerto Rico  para administrar los edificios destinados a vivienda pública.   
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2015, pero que la apelante no cumplió. Añadió Cost Control que a pesar 

de haberle advertido a la apelante sobre su derecho a solicitar vista 

administrativa con el fin de impugnar la determinación de no renovar el 

contrato,  la Sra. Robles nada hizo sobre el particular. Determinó el TPI 

que quedó demostrado  que la parte apelante falló en presentar la 

documentación necesaria dentro del tiempo que dispone el reglamento, 

razón por la cual no se le renovó el contrato y se solicitó el desahucio.  

 Por su parte, la Sra. Robles admitió que reside en unidades de 

vivienda pública desde hace 41 años, que no cumplió con el rexamen en 

el tiempo requerido,  y que su incumplimiento fue intencional y justificado, 

ya que había solicitado que se realizaran unos arreglos a la unidad de 

vivienda y la administración se negaba a realizarlos.   

Tras haber sido autorizada por el TPI, la apelante presentó un 

memorando de derecho en el cual levantó la defensa de contrato no 

cumplido fundamentándose en el caso de Mora Dev. Corp. v Sandín, 118 

DPR 733 (1987). La parte apelada presentó Oposición al memorando de 

derecho. Especificó que el mencionado caso no era de aplicación, puesto 

que la parte apelante no presentó queja alguna mediante el procedimiento 

administrativo correspondiente o que sus quejas fueron contemporáneas 

al incumplimiento del contrato. Además, que el alegado incumplimiento de 

Cost Control no es de una obligación esencial del contrato, por lo cual no 

procedía la aplicación de la mencionada doctrina. 

Evaluadas las alegaciones de ambas partes, conforme a la prueba 

presentada durante la vista y el derecho aplicable, el 9 de junio de 2016, 

el TPI declaró Ha Lugar la demanda de desahucio y a pagar la cantidad 

de $150.00 en honorarios de abogado. 

 Inconforme con el dictamen emitido la parte apelante, Sra. Robles 

Torres presentó el recurso de apelación que nos ocupa con los siguientes 

señalamientos de error:  

 1. Erró el HTPI al aplicar la doctrina del caso de Mora 
Development v. Sandin en sentido contrario a lo que 
establece dicho precedente con respecto a la doctrina 
“exceptio nonadimpleti contractus”; 
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 2. Erró el HTPI al decretar la resolución del contrato 
de arrendamiento a raíz del incumplimiento con una 
condición secundaria o accesoria. 
 
 3. Erró el HTPI al decretar el desahucio de la 
apelante contrario a la política pública de protección y 
reparación social en la vivienda pública y sobre la ejecución 
de un contrato de adhesión. 
 
 4. Erró el HTPI al decretar al desahucio aun cuando 
la apelante cumplió con el requisito de re-examen de forma 
tardía, pero antes de que se dictara sentencia. 
 
 5.  Erró el HTPI al dictar sentencia en un caso donde 
una menor con condición de salud no fue incluida en el 
pleito a pesar de residir en la unidad de vivienda bajo 
contrato de arrendamiento y de ser parte indispensable.  
 
 

La parte apelante acompañó su recurso con una Solicitud urgente 

de orden provisional en auxilio de jurisdicción. Tras examinar dicha 

solicitud, ordenamos la paralización de los procedimientos de desahucio 

hasta tanto se resolviera el recurso presentado ante nos. También 

concedimos 10 días a la parte apelada para que presentara su alegato, lo 

cual hizo. La parte apelante presentó réplica al alegato. Contando con la 

comparecencia de ambas partes, resolvemos.  

II. 

A. Obligación contractual  

Nuestro Código Civil establece que las obligaciones contractuales 

existen cuando concurren los requisitos de consentimiento, objeto y 

causa.  Los contratos producen obligaciones que tienen fuerza de ley 

entre las partes que contratan.  Arts. 1213 y 1044 del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 LPRA secs. 3391 y 2994.   Igualmente, en nuestra 

jurisdicción rige el principio de la autonomía de la voluntad entre las 

partes, quienes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones 

que crean conveniente, siempre que estas no sean contrarias a las leyes, 

a la moral ni al orden público.  Art. 1207 del Código Civil, supra, sec. 

3372.  

Las obligaciones que emanan de los contratos surgen desde el 

momento del perfeccionamiento de éstos, es decir, desde que las partes 
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contratantes consienten voluntariamente a cumplir con las disposiciones 

del contrato.  Las partes contratantes no solamente se obligan a lo 

pactado, sino además a todas las consecuencias que se deriven del 

mismo conforme a la buena fe, al uso y a la ley.  Art. 1210 del Código 

Civil, supra, sec. 3375. Véase, además, Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 

289 (2001).  Es norma reiterada también que cuando los términos de un 

contrato, sus condiciones y exclusiones son claros y específicos y no dan 

lugar a dudas en cuanto a la intención de los contratantes, se estará al 

sentido literal de sus cláusulas.  Art. 1233 del Código Civil, supra, sec. 

3471. Véase, además, Unisys v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842, 852 

(1991).  Ya que los tribunales son los que están facultados para velar por 

el cumplimiento de los contratos, éstos no deben consentir a que se 

releve a una parte de cumplir con su obligación contractual cuando el 

contrato es legal y válido y no contiene vicio alguno.  Cervecería Corona 

v. Commonwealth Ins. Co., 115 DPR 345, 351 (1984); Olazábal v. U.S. 

Fidelity, 103 DPR 448, 462 (1975).    

En cuanto al contrato de arrendamiento, nuestro Código Civil lo 

define como un contrato mediante el cual una de las partes se obliga a 

ceder a la otra el goce o uso de una cosa por tiempo determinado y precio 

cierto. Este contrato puede tener como objeto cosas, obras o 

servicios.  Arts. 1432 y 1433 del Código Civil, supra, secs. 4011 y 4012.   

 Cuando uno de los obligados incumple su prestación, la facultad 

del perjudicado de resolver las obligaciones está implícita.  El perjudicado 

entonces puede escoger entre exigir el cumplimiento de la obligación o la 

resolución de la misma y en ambos casos el resarcimiento de los daños y 

abono de intereses.  Art. 1077 del Código Civil, supra.   Ramírez v. Club 

Cala de Palmas, 123 DPR 339, 349 (1989); Mora Development Corp. v. 

Sandín, 118 DPR 733, 741 (1987).  Este concepto surge, a su vez, de la 

norma que establece que el incumplimiento de una obligación contractual 

da origen a una acción para reclamar su cumplimiento específico y el 

resarcimiento de los daños ocasionados.  Art. 1054 del Código Civil, 
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supra, sec. 3018.   Álvarez de Choudens v. Rivera, 165 DPR 1, 18 (2005); 

Soc. de Gananciales v. Vélez & Asoc., 145 DPR 508, 521 (1998).  

Nuestra más Alta Curia ha expresado que las obligaciones que 

surgen de un contrato de arrendamiento son bilaterales, por dicha razón 

están supeditadas al principio general de que ninguna de las partes 

puede exigir el cumplimiento de la obligación contraria sin cumplir u 

ofrecer el cumplimiento de la obligación propia.  Es decir, si el que incurre 

en incumplimiento exige la satisfacción de la prestación debida, la otra 

parte puede oponer la defensa del contrato incumplido (exceptio non 

adimpleti contractus). Álvarez de Choudens v. Rivera, supra, a la pág. 20; 

Mora Dev. Corp. v. Sandín, supra, a la pág. 742.    

En estos casos, el Artículo 1077 del Código Civil, supra, establece 

una condición resolutoria tácita, que opera ex proprio vigore.  Si uno de 

los contratantes incumple, el otro puede dar por resuelto el contrato sin 

necesidad de una declaración judicial. Álvarez de Choudens v. Rivera, 

supra, a la pág. 19; Constructora Bauzá , Inc. v. García López, 129 DPR 

579, 593 (1991); Flores v. Municipio de Caguas, 114 DPR 521, 529 

(1983).    

De otra parte, nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que la acción 

resolutoria del Artículo 1077 del Código Civil, supra, procede si el 

incumplimiento es de una prestación esencial.  Es decir, aquella que 

constituya el motivo del contrato para la otra parte.  Ramírez v. Club Cala 

de Palmas, supra, a las págs. 347-348; Municipio v. Vidal, 65 DPR 370, 

374-375 (1945).  De lo contrario, lo que procede es una acción de 

incumplimiento de contrato.    

En Mora Dev. Corp. v. Sandín, supra, a las págs. 742-743, nuestro 

Tribunal Supremo expresó que el arrendatario podría suspender el pago 

del precio sólo si la obligación incumplida por el arrendador es cardinal en 

el contrato (por ej. la entrega de la cosa), pues actúa con plena validez la 

norma exceptio non adimpleti contractus. Por el contrario, si el 

incumplimiento afecta una obligación de inferior rango no sería 
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conveniente, en la mayoría de los supuestos, conceder al arrendatario 

dicha facultad.  

B. Reglamento sobre las políticas de admisión y ocupación 

continuada en los residenciales públicos del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, Reglamento Núm. 8624 del 31 de julio de 2015.3  

Este reglamento establece las normas que regirán el proceso de 

solicitud, admisión y ocupación continuada de las viviendas en 

residenciales públicos, y la política pública de la Administración de 

Vivienda Pública para establecer un manejo eficiente de los residenciales, 

mejorar la calidad de vida de las familias, fomentar la actividad 

comunitaria y el desarrollo integral de los residentes.  

Pertinente a la controversia presentada ante este tribunal, el  

Capítulo 18, establece las razones por las cuáles procede la cancelación 

del contrato de arrendamiento.  Específicamente, la Parte 1, Artículo  

18.1.2, inciso (xvi) del Reglamento Num. 8624, establece, que la 

Administración de Vivienda puede cancelar el contrato si el arrendatario 

incumple con su obligación de proveer información o documentación 

requerida por la Administración.  

En cuanto  al proceso de re examen anual, el capítulo 14,  

establece que como parte del proceso de re examen la familia debe 

brindar información actual y precisa sobre los ingresos, activos, 

deducciones, composición familiar y el cumplimiento con el servicios 

comunitario. 4 Por ello, 120 días antes a la fecha de aniversario se le 

envía una notificación escrita a la familia en la cual se le notifica la 

información y documentación requerida para el proceso de re examen 

anual. Además, se le informa la hora, fecha y lugar en los cuales debe 

entregar la documentación requerida y realizar el proceso de entrevista. 5 

                                                 
3
 La parte apelante reconoció, tanto ante esta curia como en el TPI, que debe cumplir 

con el requisito de re-examen anual, por lo cual no existe controversia alguna en  cuanto 
a la aplicación de este Reglamento.  
4
 Capítulo 18, Re-exámenes, Reglamento Núm. 8624. 

5
 Capítulo 14, Art. 14.1.1,  (1)(a), Reglamento Núm. 8624. 
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El incumplimiento de la familia sobre la producción de información o 

documentos requeridos constituirá causa para no renovar el contrato.6 

Por otra parte, cónsono con lo anterior, la cláusula cuarta del 

contrato de arrendamiento firmado entre las partes establece que el 

arrendatario, aquí apelante, será reexaminado por lo menos una vez al 

año para lo cual debe proveer cierta información personal como ingresos, 

fuente de los mismos, y composición familiar, entre otros. Asimismo, la 

cláusula séptima del contrato establece las obligaciones del arrendatario. 

En su inciso (M) dispone que cumplirá con el procedimiento de reexamen 

anual informará y entregará los documentos que se le requieran de todos 

los miembros de la composición familiar.   

C. El desahucio 

El desahucio es un procedimiento de carácter civil sumario cuyo 

propósito principal es recuperar la posesión material de una propiedad 

inmueble mediante el lanzamiento o expulsión del arrendatario que sin 

pagar canon o merced alguna o sin tener derecho a permanecer en ella 

continua en su disfrute o posesión.  Turabo Ltd. Partnership v. Velardo 

Ortiz, 130 DPR 226, 234-235 (1992); Mora Dev. Corp. v. Sandín, 118 

DPR 733, 749 (1987); 32 LPRA sec. 2822.  

El Código de Enjuiciamiento Civil dispone las normas vigentes 

sobre la acción de desahucio y establece el procedimiento a seguir para 

su trámite ante los tribunales. 32 LPRA sec. 2821.    

El día del juicio las partes tienen derecho a presentar toda la 

prueba que les convenga y, una vez presentada, el tribunal dictará 

sentencia al respecto dentro de un término mandatorio que no excederá 

de diez (10) días.  32 LPRA sec. 2826.  El dictamen emitido por el foro 

primario podrá ser apelado ante este foro en un término de cinco (5) días, 

a ser contados a partir de la fecha de archivo en autos de la notificación 

de la sentencia a la parte perjudicada o su representación legal.  32 LPRA 

sec. 2830.  De declararse con lugar la demanda de desahucio, el tribunal 

                                                 
6
 Capítulo 14, Art. 14.1.1,  (1) (h), Reglamento Núm. 8624. 
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ordenará el lanzamiento de la parte demandada, el cual podrá hacerse 

efectivo una vez la sentencia advenga final y firme.  32 LPRA sec. 

2836.  De manera, que de declararse ha lugar el desahucio y la sentencia 

no ser apelada, se podrá ordenar el lanzamiento a los cinco (5) días, ya 

que el dictamen advino final y firme.  Ibíd.  A tales efectos, el 

mandamiento será expedido por la Secretaría del tribunal a solicitud de 

parte y se verificará por un alguacil.  Id.; 32 LPRA sec. 2837.  

Expuesto el derecho aplicable para la sentencia apelada 

presentada ante este foro revisor, resolvemos.  

III 

La señora Robles Torres nos solicitó que dejemos sin efecto el 

desahucio dictado en su contra, puesto que, aunque tardíamente, cumplió 

con los requisitos de reexamen que establece el Programa de Vivienda 

Pública. Además, indicó que el foro de instancia erró en la interpretación 

de la doctrina de “exceptio non adimpleti contractus” expuesta en el caso 

de Mora Development v. Sandín, al determinar que no cumplir con el 

proceso de reexamen conlleva el incumplimiento del contrato, a pesar de 

ser dicha obligación una accesoria. Además, señaló que el TPI actuó 

contrario a la política pública de protección y reparación social en la 

vivienda pública y al derecho aplicable a los contratos de adhesión. 

Finalmente, alegó la defensa de parte indispensable, puesto que no se 

incluyó en la demanda a la hija menor de edad de la Sra. Robles Torres 

quien también ocupaba la propiedad en controversia y se identificó en el 

contrato como ocupante.  

Tras un detenido y sosegado estudio del expediente ante nuestra 

consideración determinamos intervenir con la determinación del TPI dada 

la particularidad de que conforme surge del recurso de apelación y del 

documento intitulado Residencial San Antonio Carioca, Certificación, 

emitido el 17 de mayo de 2015, antes que se dictara sentencia en este 

caso, la apelante comenzó a entregar a Cost Control los documentos 

necesarios para lograr su certificación. Siendo ello así, la controversia 
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presentada ante el TPI se convirtió en una académica, puesto que, 

conforme surge de la demanda, el desahucio fue solicitado por haber 

incumplido la apelante con el requisito de recertificación al no entregar a 

la administración del residencial público la documentación necesaria para 

acreditar la necesidad del beneficio. Nótese que, el proceso de 

recertificación había comenzado, con la anuencia de la parte apelada, y 

antes de dictarse la sentencia por el foro primario.  

Como ya indicamos, no hay duda alguna que la demanda de 

desahucio presentada en este caso fue ante la falta de diligencia de la 

apelante de cumplir con el proceso de recertificación. Obligación que, 

contrario a lo que alega la parte apelante, es una primordial para obtener 

el beneficio de vivienda pública. Tan es así que la reglamentación 

aplicable establece que el incumplir con la obligación de proveer 

información o documentación requerida por la administración es causa 

para la cancelación del contrato por parte de la administración.7  

Conforme surge del expediente desde el 1ro de agosto de 2015 se 

le remitió una carta a la apelante en la cual le informaron que debía 

cumplir con el proceso de reexamen para continuar ocupando la vivienda 

pública, ello conforme al Reglamento para admisión y ocupación 

continuada en los residenciales públicos. Se le especificó en la carta que 

el 11 de agosto de 2015, a las 2:30 pm, debía pasar por la oficina de 

administración del residencial para llevar los siguientes documentos: 

 Declaración personal 

 Verificación de beneficios del Departamento de la Familia( Hoja Adjunta) 

 Certificación de estudiantes (si aplica) (con ponche de la escuela) 

 Certificación de pensión alimenticia por Tribunal y/o ASUME (Todo 

residente mayor de 18 años). 

 Copia último recibo de luz y agua (Evidencia de pagos recientes) 

 Certificación de desempleo de todos los miembros de la familia mayores 

de 18 años (sin excepción) 

 Certificado de Antecedentes Penales (todos los mayores de 18 años) 

 Certificación del CRIM 

 Verificación de servicios comunitarios (todos los mayores de 18 años) 

 Otros: Certificación de radicación de planilla los últimos 5 años (todos 

los mayores de 18 años)  

 

                                                 
7
 Capítulo 18,  18.1.2, (xvi), Reglamento Num. 8624. 
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La parte apelante no se personó a la fecha y hora indicada, por lo 

cual se le remitió un Segundo aviso urgente y se le citó para el 20 de 

agosto de 2015. La apelante nuevamente faltó a la cita y tampoco 

presentó la información requerida. Siendo ello así, el 21 de agosto de 

2015 se le envió un Tercer y último aviso. Se le apercibió que debía llevar 

los documentos para el 31 de agosto de 2015 y que de no hacerlo se 

comenzaría el proceso de Intención de cancelación de contrato.8 

No obstante lo anterior, el 6 de noviembre de 2015 las partes 

firmaron el Contrato de arrendamiento en controversia. En el mismo la 

apelante se obligó a cumplir con entregar la documentación requerida 

para su certificación. Tres días después,  el 9 de noviembre de 2015 Cost 

Control envió a la apelante Intención de cancelación de contrato.   Se le 

indicó que de no cumplir con entregar los documentos solicitados la fecha 

de cancelación de su contrato sería el 31 de diciembre de 2015. También 

se le apercibió de su derecho a solicitar una vista formal. El 20 de 

noviembre de 2015 se envió a la apelante Notificación de cancelación de 

contrato de arrendamiento por haber incumplido con el reexamen anual. 

Se indicó la fecha del 1 de diciembre de 2015 como la de cancelación del 

contrato.  Según surge de las mencionadas misivas, aunque las mismas 

fueron entregadas a la apelante, ésta se negó a firmar las mismas.  

Nos parece altamente irregular que a pesar de que la apelante no 

había cumplido con el proceso de entregar a la apelada los documentos 

necesarios para obtener el  beneficio de vivienda pública, Cost Control 

habiendo presentado la acción de desahucio, continuó con el proceso de 

renovación de contrato. Inclusive firmó el contrato con la apelante a pesar 

de conocer que desde el mes de agosto la apelante incumplió con su 

deber de recertificación.  

La apelante alegó que la actuación de no entregar los documentos 

correspondía a que la apelada se negaba a realizar ciertas reparaciones 

en la vivienda. Aunque no se presentó prueba alguna sobre dicho 

                                                 
8
 Todo ello en cumplimiento con el proceso de re-examen anual que se establece en el 

Capítulo 14, 14.1.1 (i) del Reglamento núm. 8624. 
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requerimiento, no creemos que la apelante tenía intención de abandonar 

el apartamento de vivienda pública que habita. Lo demuestra el que con 

anterioridad a la presentación de la demanda la apelante ya había 

solicitado los documentos necesarios para acreditar su necesidad de 

servicio. Lo anterior surge de la Certificación emitida el 17 de mayo de 

2016 por la señora Geicel Hernández Colon, administradora del 

Residencial San Antonio Carioca.  

En el mencionado documento se certificó que la señora Maribel 

Robles Torres residente del Ed. 7 Apto. 42  hizo entrega de los 

documentos del reexamen anual. Se especificó que para el mes de 

noviembre de 2015 la apelante ya tenía el Certificado de antecedentes 

penales, Certificado del CRIM y la Certificación de ASUME,  los recibos 

de AEE y AAA tienen la fecha de 25 y 28 de enero de 2016, 

respectivamente. Mientras que la Certificación del Departamento de la 

Familia  y de Radicación de Planillas están fechadas con febrero de 2016. 

Como podemos notar, los documentos antes descritos así como la 

certificación del residencial datan de fecha anterior a la sentencia dictada 

inclusive al Memorando de derecho presentado por la apelante. En dicho 

Memorando no se informó al TPI sobre la certificación brindada por Cost 

Control a la apelante.  

Ahora bien, al comparar los documentos ofrecidos por la apelante 

con los solicitados en la carta del 1ro de agosto de 2015, nos percatamos 

que no se incluyeron todos los solicitados. Por ello, ordenamos a la parte 

apelante que dentro del término de 10 días presente todos los 

documentos que le falten para finalizar el proceso de recertificación.  Si la 

parte apelante no entregara los documentos necesarios, el foro primario 

dictará una nueva sentencia y ordenará el desahucio de la parte apelante. 

Resuelto lo anterior, es innecesario que atendamos los demás 

señalamientos de error de la parte apelante. No empece, recordamos a la 

apelante que “[e]s un principio de derecho arraigado en nuestro 

ordenamiento que, en apelación, nos abstendremos de adjudicar 
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cuestiones no planteadas ante el Tribunal de Primera Instancia.” 

Abengoa, S.A. v. American Intl. Ins., 176 DPR 512, 526 (2009).  Los 

argumentos sobre el contrato de adhesión, obligaciones accesorias, 

incumplimiento de contrato debieron presentarse ante el TPI.  

IV 

Por los fundamentos antes detallados, se revoca el dictamen 

emitido y se devuelve al foro de instancia para la continuación de los 

procedimientos afines con esta sentencia. 

Notifíquese. 

           Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

                                                 
                                 Dimarie Alicea Lozada   
                        Secretaria del Tribunal de Apelaciones        

 

 


